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ASUNTO: Radicado No. 06EE2019120300000044082  

FUERO DE SALUD – TRABAJADORES EN MISIÓN 

 
Respetado señor: 
 
De manera atenta le damos respuesta a su comunicación, mediante la cual solicita se informe sobre 
la responsabilidad sobre el vínculo laboral de una Empresa usuaria respecto de una trabajadora en 
misión que sufrió un accidente de trabajo, motivo por el cual fue incapacitada por 166 días, 
posteriormente se reintegró y fue reubicada de acuerdo a las recomendaciones médico laborales 
expedidas por la ARL, encontrándose en el tratamiento requerido para su recuperación, quien a la 
fecha no cuenta con un dictamen de pérdida de capacidad laboral, respecto de lo cual indicamos lo 
siguiente: 
 
Alcance de los conceptos emitidos por esta Oficina Asesora Jurídica 
 
Antes de dar trámite a su consulta es de aclararle que esta Oficina Asesora Jurídica solo estaría 
habilitada para emitir conceptos generales y abstractos en relación con las normas y materias que 
son competencia de este Ministerio, de conformidad con el Artículo 8° del Decreto 4108 de 2011 y 
por ende no le es posible realizar declaraciones de carácter particular y concreto. De igual 
manera, el artículo 486 del Código Sustantivo del Trabajo subrogado por el art. 41 del D.L. 2351 de 
1965, modificado por el art. 20 de la ley 584 de 2000, dispone que los funcionarios de este 
Ministerio no quedan facultados para declarar derechos individuales ni definir controversias 
cuya decisión esté atribuida a los jueces. 
1. EMPRESAS DE SERVICIOS TEMPORALES 

 
Al respecto se encuentra que las Empresas de Servicios Temporales están facultadas para el 
suministro y administración de personal al servicio de un tercero, de conformidad con lo señalado en 
la Ley 50 de 1990 y el Decreto 4369 de 2006 compilado en el Decreto 1072 de 2015 Decreto Único 
Reglamentario del sector Trabajo, so pena de las sanciones y multas que podrían ser impuestas por 
el Ministerio del Trabajo. La Ley 50 de 1990 es categórica en indicar en su artículo 71 lo siguiente: 
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“Es empresa de servicios temporales aquella que contrata la prestación de servicios con terceros 
beneficiarios para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades, mediante la labor 
desarrollada por personas naturales, contratadas directamente por la empresa de servicios 
temporales, la cual tiene con respecto de éstas, el carácter de empleador”. (subrayado y negrilla 
fuera de texto) 

 
En concordancia con lo anterior, los artículos 5º y 6º del Decreto 4369 de 2006 compilado en el citado 
Decreto 1072 de 2015, regulan los derechos de los trabajadores en misión, los casos y el término de 
duración en los cuales las empresas usuarias pueden contratar servicios con las Empresas de 
Servicios Temporales, así:  
 

Artículo 2.2.6.5.5. Derechos de los trabajadores en misión. Los trabajadores en misión tendrán derecho 
a un salario ordinario equivalente al de los trabajadores de la empresa usuaria que desempeñen la 
misma actividad, aplicando para el efecto las escalas de antigüedad vigentes en la empresa. 
Igualmente, tendrán derecho a gozar de los beneficios que el usuario tenga establecidos para sus 
trabajadores en el lugar de trabajo, en materia de transporte, alimentación y recreación. Se entiende 
por lugar de trabajo, el sitio donde el trabajador en misión desarrolla sus labores, junto con trabajadores 
propios de la empresa usuaria. (Decreto 4369 de 2006, art. 5)  

 
Con fundamento en lo anterior, es claro que la actividad de suministro de personal para prestar 
servicios a terceros beneficiarios sólo puede ser desarrollada a través de las Empresas de Servicios 
Temporales, quienes celebran contratos de prestación de servicios con empresas usuarias para 
colaborar temporalmente en el desarrollo de las actividades propias de éstas, mediante el envío de 
trabajadores en misión, quienes ejecutarán la labor contratada, teniendo presente en todo caso 
que estos trabajadores son contratados directamente por la Empresa de Servicios Temporales 
y por tanto, es para todos los efectos la verdadera empleadora, obligada a cumplir las 
disposiciones establecidas en el Código Sustantivo del Trabajo. 
 

Así mismo, debe señalarse que toda persona jurídica organizada como Empresa de Servicios 
Temporales y cuya actividad sea el suministro de personal, deberá contar con la debida 
autorización de este Ministerio para su funcionamiento y para el ejercicio de su objeto, según 
lo estipula el Artículo 82 de la Ley 50 de 1990 y siguientes, so pena de las sanciones y multas 
impuestas por esta entidad en los términos del Artículo 93 de la citada ley. 

En materia de restricciones en la contratación a través de las Empresas de Servicios Temporales, el 
Artículo 6° del Decreto 4369 de 2006, establece que su objeto es prestar temporalmente el servicio a 
las empresas usuarias pero sólo en los casos contemplados en la mencionada norma, dentro de los 
cuales se encuentran: 

Artículo 2.2.6.5.6. Casos en los cuales las empresas usuarias pueden contratar servicios con las 
Empresas de Servicios Temporales. Los usuarios de las Empresas de Servicios Temporales sólo 
podrán contratar con estas en los siguientes casos:  
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1. Cuando se trate de las labores ocasionales, accidentales o transitorias a que se refiere el artículo 
6° del Código Sustantivo del Trabajo.  
 
2. Cuando se requiere reemplazar personal en vacaciones, en uso de licencia, en incapacidad por 
enfermedad o maternidad.  
 
3. Para atender incrementos en la producción, el transporte, las ventas de productos o mercancías, los 
períodos estacionales de cosechas y en la prestación de servicios, por un término de seis (6) meses 
prorrogable hasta por seis (6) meses más.  
 
PARÁGRAFO. Si cumplido el plazo de seis (6) meses más la prórroga a que se refiere el presente 
artículo, la causa originaria del servicio específico objeto del contrato subsiste en la empresa 
usuaria, esta no podrá prorrogar el contrato ni celebrar uno nuevo con la misma o con diferente 
Empresa de Servicios Temporales, para la prestación de dicho servicio.” (subrayado y negrilla 
fuera de texto) 
(Decreto 4369 de 2006, art. 6) 
 

De acuerdo con lo anterior, se tiene que el objeto de las Empresas de Servicios Temporales es 
colaborar al usuario temporalmente en el desarrollo de las actividades; temporalidad que dependerá 
del servicio a contratar, es decir, cuando se trate de labores ocasionales, transitorias o accidentales 
podrá contratarse por 30 días, prorrogables por otros dos periodos, esto es hasta 90 días, según el 
Artículo 6 del Código Sustantivo del Trabajo. Si se trata para reemplazos en vacaciones, licencias o 
incapacidad, el servicio contratado durará lo que dure la novedad respectiva; y si se trata de 
incrementos de la producción, entre otros, la duración del servicio será de 6 meses, prorrogables hasta 
por 6 meses más, pues si cumplió su plazo más su prorroga, la causa originaria del servicio 
específico subsiste en la empresa usuaria, no se podrá prorrogar el contrato ni celebrar uno 
nuevo con la misma o con diferente EST para la prestación de dicho servicio.  
 
En este sentido, se pronunció la Corte Constitucional en la Sentencia T- 1280 de 2001, ponencia de 
la magistrada Clara Inés Vargas Ramírez, en la cual señaló:  
  

"[existe la] prohibición de continuar con el contrato temporal una vez se ha superado el plazo de seis (6) 
meses más la prórroga, explicando que esa prohibición se mantiene, aún si la causa originaria del 
servicio subsiste para la empresa usuaria, caso en el cual la empresa no podrá prorrogar el contrato 
ni celebrar uno nuevo con la misma o con una empresa diferente de servicios temporales, para la 
prestación del servicio. En tales casos, si la necesidad del usuario de trabajadores en misión se extiende 
en el tiempo, se debe evidentemente acudir a otra forma de contratación laboral distinta a la que 
se cumple a través de las empresas de servicios temporales." (Subrayado y negrilla fuera de texto). 
 

Igualmente la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del veinticuatro 
(24) de abril de 1997 Expediente 9435, consideró lo siguiente: 
 

“Se denominan usuarios las personas naturales o jurídicas que contraten con las empresas de servicios 
temporales, y no podrán serlo quienes tengan con estas nexos económicos que impliquen subordinación 
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o control. Deben hacerlo mediante la suscripción de un contrato mercantil escrito, cuyas estipulaciones 
cuando menos han de referirse a los temas establecidos por el artículo 81 de la Ley 50 de 1990. 
 
En virtud de este contrato las E.S.T. a cambio de determinada remuneración, se comprometen a remitir 
el personal requerido por el usuario, para lo cual han de enganchar los pertinentes trabajadores 
mediante la modalidad contractual laboral que se acomode a la respectiva necesidad de servicio. Pero 
si esto persiste para el correspondiente servicio contratado una vez agotados los plazos máximos 
permitidos por la ley, ya no podrá utilizar válidamente los servicios de una E.S.T, la misma que venía 
contratando o de otra; así lo reconoce el artículo 2 del Decreto Reglamentario 1707 de 1991 y el Consejo 
de Estado cuando decidió la legalidad de este texto así:   
 
“A juicio de la Sala esta disposición se limita a preservar el espíritu de la ley, es decir, a evitar que los 
contratos con las empresas de servicios temporales se tornen en permanentes, desconociendo los 
derechos prestacionales de los trabajadores. 
 
Naturalmente esta norma se refiere a las circunstancias especiales que dieron origen a la contratación.  
Si posteriormente en otro tiempo vuelve a presentarse un incremento en la producción o en las ventas 
o viene otra cosecha, se podrán celebrar otros contratos con empresas de servicios temporales, que no 
sobrepasen el límite establecido en la Ley.  No se trata entonces de que solamente se pueda celebrar 
un único contrato de seis meses prorrogables por otros seis, sino que para una misma necesidad ese 
es el máximo permitido por las normas.  Es claro que si las necesidades de servicio son permanentes, 
deberán vincularse trabajadores bajo esta modalidad.” (Sentencia de octubre 26 de 1994, Expediente 
6038) 

 
2. FUERO DE ESTABILIDAD OCUPACIONAL REFORZADA 
 
En la jurisprudencia nacional hay diferencias muy marcadas en torno a si la estabilidad ocupacional 
reforzada protege solo a quienes tienen determinado rango de porcentaje de pérdida de capacidad 
laboral, o si por el contrario su ámbito de cobertura es más amplio y no requiere una calificación de 
esta naturaleza. Al respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha 
sostenido al menos desde la Sentencia del 15 de julio de 2008 (Radicado 32532) que la estabilidad 
laboral reforzada es una garantía derivada estrictamente de la Ley 361 de 1997, en cuyos 
preceptos, a su juicio, se dispone que sólo se aplica a quienes tienen la “condición de limitados 
por su grado de discapacidad”. Lo cual, a su turno, remite a la reglamentación contenida en el 
Decreto 2463 de 2001 que clasifica los “grados de severidad de la limitación” así: moderada la que 
está entre el 15% y el 25% de capacidad laboral; severa la mayor al 25% e inferior al 50%; y profunda 
la igual o superior al 50%. En la sentencia citada, al resolver un caso en el cual una persona que aún 
sufría las consecuencias de un accidente de origen profesional fue desvinculada de su empleo sin 
autorización del Ministerio -entonces de la Protección Social. 
 
Por el contrario, la Corte Constitucional ha sostenido que el derecho a la estabilidad 
ocupacional reforzada no deriva únicamente de la Ley 361 de 1997, ni es exclusivo de quienes 
han sido calificados con pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda. Desde muy 
temprano la jurisprudencia de esta Corporación ha indicado que el derecho a la estabilidad laboral 
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reforzada tiene fundamento constitucional y es predicable de todas las personas que tengan 
una afectación en su salud que les impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus 
labores en las condiciones regulares”,  toda vez que esa situación particular puede 
considerarse como una circunstancia que genera debilidad manifiesta y, en consecuencia, la 
persona puede verse discriminada por ese solo hecho. Por lo mismo, la jurisprudencia 
constitucional ha amparado el derecho a la estabilidad ocupacional reforzada de quienes han 
sido desvinculados sin autorización de la oficina del Trabajo, aun cuando no presenten una 
situación de pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda, ni cuenten con 
certificación que acredite el porcentaje en que han perdido su fuerza laboral, si se evidencia 
una situación de salud que les impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores 
en condiciones regulares.  
 
En consecuencia, y en vista de que existen diferencias muy marcadas y objetivas en la jurisprudencia 
nacional de la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional. La Corte Constitucional se vio 
abocada en su calidad de órgano de cierre en la materia, a unificar la interpretación correspondiente 
por ser un asunto de su competencia, ya que de conformidad con el Articulo 241 de la Constitución 
Política, cuando hayan criterios dispares en la jurisprudencia nacional debe unificar criterios en pro de 
los derechos constitucionales de los ciudadanos. Por lo que el órgano constitucional, mediante 
Sentencia de Unificación SU 049 del dos (2) de febrero de dos mil diecisiete (2017), Magistrada 
Ponente: MARÍA VICTORIA CALLE CORREA, en Sala Plena de la Corte Constitucional señala los 
siguientes aspectos importantes: 

 
“El derecho fundamental a la estabilidad ocupacional reforzada es una garantía de la cual son titulares 
las personas que tengan una afectación en su salud que les impida o dificulte sustancialmente 
el desempeño de sus labores en las condiciones regulares, con independencia de si tienen una 
calificación de pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda. La estabilidad ocupacional 
reforzada es aplicable a las relaciones originadas en contratos de prestación de servicios, aun cuando 
no envuelvan relaciones laborales (subordinadas) en la realidad. La violación a la estabilidad 
ocupacional reforzada debe dar lugar a una indemnización de 180 días, según lo previsto en el artículo 
26 de la Ley 361 de 1997, interpretado conforme a la Constitución, incluso en el contexto de una 
relación contractual de prestación de servicios, cuyo contratista sea una persona que no tenga 
calificación de pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda.” (negrilla fuera de texto) 

 

Tal y como se observa la Corte Constitucional es clara al mencionar que sin importar el tipo de 
vinculación que se tenga, sea de carácter laboral o mediante contrato de prestación de servicios, se 
tiene derecho a la protección constitucional de estabilidad ocupacional reforzada, cualquier trabajador 
o contratista que dentro de su relación laboral o contractual tengan una afectación en su salud que les 
impida o dificulte el desempeño normal de sus labores en las condiciones regulares, 
independientemente de si tiene o no una calificación de pérdida de capacidad laboral moderada, 
severa o profunda. 
 
En esta misma sentencia se señala: 
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             “(…) 
5.13. De acuerdo con lo anterior, no es entonces constitucionalmente aceptable que las garantías 
y prestaciones de estabilidad reforzada del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 se contraigan a un 
grupo reducido, cuando la Corte encontró en la sentencia C-824 de 2011 que el universo de sus 
beneficiarios era amplio y para definirlo no resulta preciso “entrar a determinar ni el tipo de 
limitación que se padezca, ni el grado o nivel de dicha limitación”. Cuando se interpreta que es 
necesario contar con un porcentaje determinado de pérdida de capacidad laboral para acceder 
a los beneficios de la Ley 361 de 1997, ciertamente se busca darle un sustento más objetivo a 
la adjudicación de sus prestaciones y garantías. No obstante, al mismo tiempo se levanta una 
barrera también objetiva de acceso para quienes, teniendo una pérdida de capacidad relevante, 
no cuentan aún con una certificación institucional que lo establezca, o padeciendo una pérdida 
inferior a la estatuida en los reglamentos experimentan también una discriminación objetiva por 
sus condiciones de salud. La concepción amplia del universo de destinatarios del artículo 26 de la 
Ley 361 de 1997 busca efectivamente evitar que las personas sean tratadas solo como objetos y por 
esa vía son acreedores de estabilidad reforzada con respecto a sus condiciones contractuales, en la 
medida en que su rendimiento se ve disminuido por una enfermedad o limitación producto de un 
accidente.  
 
5.14. Una vez las personas contraen una enfermedad, o presentan por cualquier causa 
(accidente de trabajo o común) una afectación médica de sus funciones, que les impida o 
dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores en condiciones regulares, se ha 
constatado de manera objetiva que experimentan una situación constitucional de debilidad 
manifiesta, y se exponen a la discriminación. La Constitución prevé contra prácticas de esta 
naturaleza, que degradan al ser humano a la condición de un bien económico, medidas de protección, 
conforme a la Ley 361 de 1997. En consecuencia, los contratantes y empleadores deben contar, 
en estos casos, con una autorización de la oficina del Trabajo, que certifique la concurrencia 
de una causa constitucionalmente justificable de finalización del vínculo.1 De lo contrario 
procede no solo la declaratoria de ineficacia de la terminación del contrato, sino además el 
reintegro o la renovación del mismo, así como la indemnización de 180 días de remuneración 
salarial o sus equivalentes.  
 
Por otra parte, se observa que, de hecho, el memorial de terminación del vínculo contractual se le 
dio a conocer al peticionario cuando estaba dentro del término de una incapacidad originada 
en el accidente que sufrió. Conforme a los criterios unificados en esta providencia, el hecho de 
que se trate de un contrato de prestación de servicios o una relación laboral no es relevante, 
en cuanto a la protección de la estabilidad ocupacional reforzada, ni lo es que el señor Ángel 

                                                      
1 La exigencia de autorización de la oficina de Trabajo para la terminación de contratos de prestación de 

servicios de personas en circunstancias de debilidad manifiesta, se ajusta a las funciones previstas en la Ley 

1610 de 2013 ‘por la cual se regulan algunos aspectos sobre las inspecciones del trabajo y los acuerdos de 

formalización laboral’, y en la Constitución. La Ley 1610 de 2013 prevé que a los inspectores del trabajo y la 

seguridad social tienen la función de conocer “de los asuntos individuales y colectivos del sector privado”, sin 

supeditarlas a las relaciones de trabajo dependiente (art 1). Además, dice que en el desempeño de sus funciones, 

los inspectores se regirán por la Constitución Política y los Convenios Internacionales sobre Derecho del 

Trabajo (art 2). Por su parte, la Constitución establece que el trabajo “en todas sus modalidades” goza de la 

especial protección del Estado (art 25). 
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María Echavarría Oquendo carezca de una calificación de pérdida de capacidad laboral que 
determine que determine el grado de su situación de discapacidad. En sus condiciones de salud 
tiene derecho a la estabilidad ocupacional reforzada en virtud de la Constitución, y en 
concordancia con la Ley 361 de 1997.  
 
(…) 
 
6.4. Ahora bien, la estabilidad ocupacional reforzada significa que el actor tenía entonces 
derecho fundamental a no ser desvinculado sino en virtud de justa causa debidamente 
certificada por la oficina del Trabajo. No obstante, en este caso la compañía contratante Inciviles 
S.A. no solicitó la autorización referida. En eventos como este, la jurisprudencia constitucional 
ha señalado que la pretermisión del trámite ante la autoridad del Trabajo acarrea la presunción 
de despido injusto.2 Sin embargo, esta presunción se puede desvirtuar, incluso en el proceso de 
tutela, y por tanto lo que implica realmente es la inversión de la carga de la prueba. Está entonces en 
cabeza del empleador o contratante la carga de probar la justa causa para terminar la relación. 
Esta garantía se ha aplicado no solo a las relaciones de trabajo dependiente, sino también a los 
vínculos originados en contratos de prestación de servicios independientes.3 (…)”(negrilla fuera 
de texto) 

 
Tal y como se observa en la sentencia de unificación que estamos estudiando, la Corte Constitucional 
expresamente señala que una vez un trabajador o contratista contrae una enfermedad cualquiera 
que sea, o presenta por cualquier causa (accidente de trabajo o común) una afectación médica de 
sus funciones, que les impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores en 
condiciones regulares, se encuentra amparado constitucionalmente por estar inmerso en una 
situación de debilidad manifiesta, y se exponen a la discriminación. 
 
Es por esto que se debe cumplir con un requisito sine quanon por parte de los empleadores o 
contratantes, el cual es contar, en estos casos, con una autorización expedida por la Dirección 
Territorial del domicilio de la empresa (oficina del Trabajo), en la cual se debe certificar por parte del 

                                                      
2 Sentencia T-1083 de 2007 (MP. Humberto Sierra Porto). Al conocer el caso de un trabajador en condiciones 
de debilidad manifiesta a quien su empleador desvinculó sin autorización de la Oficina del Trabajo, la Corte 
presumió la discriminación precisamente porque el trabajador fue desvinculado sin autorización de la oficina 
del trabajo, y como el empleador no la desvirtuó, le concedió la tutela al peticionario. En específico dijo: “si el 
juez constitucional logra establecer que el despido o la terminación del contrato de trabajo de una persona 
discapacitada se produjo sin previa autorización de la Oficina del Trabajo, deberá presumir que la causa de 
éste o ésta es la circunstancia de discapacidad que aquel padece y que bien puede haber sobrevenido como 
consecuencia de la labor desempeñada en desarrollo de la relación laboral. En consecuencia, el juez estará en 
la obligación de proteger los derechos fundamentales del peticionario, declarando la ineficacia del despido, 
obligando al empleador a reintegrarlo y de ser necesario reubicarlo, y en caso de no haberse verificado el pago 
de la indemnización prevista por el inciso segundo del artículo 26 de la ley 361 de 1997, deberá igualmente 
condenar al empleador al pago de la misma”.  
3 Sentencia T-040 de 2016 (MP. Alejandro Linares Cantillo), citada. En el contexto de una estabilidad 

ocupacional reforzada, que se activó durante la ejecución de un contrato de prestación de servicios, la Corte 

señaló que era aplicable la presunción de despido injusto. Sentencia T-988 de 2012 (MP. María Victoria Calle 

Correa) también reconoció como pertinente esta presunción a un caso de la misma naturaleza. 
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empleador o contratante la justificación debidamente probada y con los soportes correspondientes que 
den fe de ello, para solicitar ante el Inspector de Trabajo la finalización del vínculo laboral o contractual 
según sea el caso. En caso de que el empleador o contratante no cuente con la autorización expedida 
por el Inspector de Trabajo, dicha terminación del vínculo laboral o contractual se entenderá ineficaz, 
pero además de la ineficacia de dicha terminación del vínculo contractual, el empleador o contratante 
se verá avocada al reintegro o la renovación del mismo, así como la indemnización de 180 días de 
remuneración salarial o sus equivalentes y demás indemnizaciones que a criterio de un juez de la 
Republica haya lugar.  
 
3. AUTORIZACION DEL MINISTERIO DE TRABAJO, PARA DESVINCULACION DE 

TRABAJADOR AFORADO POR VULNERABILIDAD  
 

Cabe reiterar, que al ser el fuero de estabilidad laboral, una protección que tienen los trabajadores 
para evitar los abusos de su empleador, con la que se impide o se frena la desvinculación abusiva es 
decir, el despido del trabajador que se encuentre en situaciones tales como el estado de vulnerabilidad 
debido a las contingencias de salud, sea de origen común o de origen laboral; entre otras, para la 
Defensa del derecho Fundamental al Trabajo de estas personas, preconizado en la Constitución 
Nacional, Norma de Normas, norma que a la letra dice:  
 

“Artículo 25 - El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la 

especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y 

Justas”. 
 

La Ley 361 de 1997 Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas  en 
situación de discapacidad y se dictan otras disposiciones, norma reflejo de la disposición 
Constitucional antes aludida, prevé la no discriminación laboral de las personas que se encuentran en 
situación de vulnerabilidad por cuestiones de salud, cuando a la letra dice:  
 

“Artículo 26 – No discriminación a persona en situación de discapacidad- En ningún caso 

la discapacidad de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos 

que dicha discapacidad sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que 

se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona en situación de discapacidad podrá ser despedida 

o su contrato terminado por razón de su discapacidad, salvo que medie autorización de la oficina de 

Trabajo. 

 

No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su discapacidad, sin el 

cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización 

equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e 

indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas 

que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren”. 
 
En Jurisprudencia reciente la Corte Constitucional, reitera el Derecho a la Estabilidad Reforzada y manifiesta la 
necesidad imperante del empleador de solicitar permiso ante el Ministerio de Trabajo, cuando el trabajador 
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aforado se encuentra inmerso en justa causal de despido. En uno de los apartes más relevantes, la Alta 
Corporación manifestó:  
 

“ DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA-Contenido y alcance  
 
La protección de la estabilidad laboral reforzada implica dentro del ámbito laboral las siguientes 
posiciones: (i) no ser despedido por razón de su situación de debilidad manifiesta; (ii) permanecer en 
el empleo, a menos que exista una causa de desvinculación no relacionada con la situación de 
discapacidad y (iii) que la autoridad competente autorice el despido, previa verificación de la 
causa que amerite la desvinculación. De lo contrario, el despido será ineficaz y el trabajador será 
acreedor de la indemnización fijada por la ley, más el pago de los salarios dejados de devengar.” ( 
resaltado fuera de texto) 4 

 
La Corte Constitucional, reitera la necesidad del empleador de solicitar permiso ante la Autoridad 
Administrativa del Ministerio de Trabajo, para desvincular a un trabajador aforado, cuando se 
encuentra inmerso en una justa causal de despido. Al respecto dice la Alta Corporación en Sentencia  
  
 “ (…) 

El derecho a la estabilidad laboral reforzada de quienes se encuentran en situación de debilidad 
manifiesta por limitaciones físicas, psíquicas o sensoriales. Reiteración de jurisprudencia 

 
10. El derecho a la estabilidad en el empleo consagrado en el artículo 53 de la Constitución, constituye 
un principio que rige todas las relaciones laborales; dicho mandato se manifiesta en  “la conservación 
del cargo por parte del  empleado, sin perjuicio de que el empleador pueda dar por terminada la 
relación laboral al verificar que se ha configurado alguna de las causales contempladas en la 
ley como justa”…”   (resaltado fuera de texto) 5 

 

La Corte Constitucional, reitera la obligación del empleador de solicitar permiso del Ministerio de 
Trabajo, para la desvinculación del trabajador inmerso en justa causal de despido, cuando a la letra 
dice en uno de sus apartes: 

 
“Concretamente, esta Corporación estimó la vulneración del derecho a la estabilidad laboral  
reforzada del empleado, al encontrar acreditados los siguientes supuestos: (i) la disminución física o 
sensorial del trabajador que le impedía desarrollar su labor, (ii) que el empleador tenía conocimiento 
de esta circunstancia, y (iii) la desvinculación sin la autorización del Ministerio de Trabajo. Por lo tanto, 
siguiendo el contenido del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, sostuvo que: 

 
“[É]l juez que conozca del asunto tiene el deber prima facie de reconocer a favor del trabajador: i) la 
ineficacia de la terminación o del despido laboral; ii) el derecho a ser reintegrado a un cargo que ofrezca 
condiciones iguales o mejores que las del cargo desempeñado hasta su desvinculación, iii) el derecho 

                                                      
4 Sentencia T-305/18, Referencia: Expedientes T-6.576.336, T-6.577.725, T-6.587.506, T-6.588.343 y T-6.603.198, 
Magistrada Ponente, Doctora Cristina Pardo Schlesinger 
5 Sentencia T-041/19, Referencia: Expediente T-6.951.249, Magistrado Ponente, Doctor José Fernando Reyes Cuartas 
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a recibir capacitación para cumplir con las tareas de su nuevo cargo, si es el caso (art. 54, C.P.) y iv) 
el derecho a recibir una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario.” 

 
En conclusión, cuando el empleador requiere la desvinculación de aquellos trabajadores cuya 
situación de salud impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores en condiciones 
regulares, o, cuando exista causal objetiva como la expiración del plazo pactado en el contrato o 
cuando el trabajador se encuentre inmerso en justa causal de despido, caso en el cual el empleador 
debe tramitar el procedimiento de autorización para el despido.  
 
Así mismo la Corte Constitucional en la sentencia T- 614 de 2017, al referirse a la protección 
constitucional de la estabilidad ocupacional reforzada, en el contexto de las Empresas de Servicios 
Temporales, preciso lo siguiente: 
 

“Bajo estos parámetros, cuando esta Corporación ha conocido casos en los que un trabajador en 
misión tiene una vinculación con la empresa usuaria que se tornó permanente, en detrimento de sus 
derechos laborales y prestacionales, ha condenado a esta empresa. Supuestos que se tornan 
evidentes cuando estas contratan a la misma persona por un lapso superior al permitido (máximo un 
año) valiéndose de diferentes empresas de servicios temporales. Así, por ejemplo, cuando se trata 
de garantizar la estabilidad laboral reforzada de un trabajador en condición de debilidad 
manifiesta sometido a estas condiciones, se ha ordenado el reintegro a la empresa usuaria, 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Al efecto, se destacan, por 
ejemplo, las Sentencias T-1058 de 2007 y T-503 de 2015. Cabe advertir que, dependiendo de las 
particularidades del caso concreto, la condena se ha dirigido contra las empresas usuarias pero 
también contra las empresas de servicios temporales en virtud del deber de solidaridad que se 
genera entre ambas, conforme con el Decreto 4369 de 2006, artículo 20.” (negrilla y subrayado fuera 
de texto) 

 
Así las cosas, en procura de respetar la estabilidad ocupacional reforzada, como una garantía de 
naturaleza legal y desarrollo de  la jurisprudencia constitucional a favor de los trabajadores en situación 
de debilidad manifiesta, el máximo tribunal constitucional en su autorizada interpretación de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 241 de la Constitución Política, concluye que independiente de la 
solución que se pudiera optar para el caso concreto de los trabajadores en misión, se debe observar 
el principio de solidaridad que existe entre la empresa usuaria y la empresa de servicios temporales.  
 
Para mayor información, se invita a consultar nuestra página web www.mintrabajo.gov.co, en donde 
entre otros aspectos de interés, se encuentra tanto la normatividad laboral como los conceptos 
institucionales, los cuales servirán de guía para solventar sus dudas en esta materia. 
 
La presente consulta se expide en los términos del Artículo 28 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, sustituido por el Artículo 1° de la Ley 1755 de 2015, 
en virtud del cual los conceptos emitidos por las autoridades como respuestas a peticiones realizadas  
 
 

http://www.mintrabajo.gov.co/
http://www.mintrabajo.gov.co/
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en ejercicio del derecho a formular consultas no serán de obligatorio cumplimiento, constituyéndose 
simplemente en un criterio orientador. 
 
Cordialmente, 
 
 
(ORIGINAL FIRMADO)  
ADRIANA CALVACHI ARCINIEGAS  
Coordinadora (T) Grupo Interno de Trabajo de Atención a  
Consultas en Materia Laboral de la Oficina Jurídica  
 

 

Elaboró: María Teresa G.       Revisó / Aprobó: Adriana C. 


